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Resumen

El sentido de respeto hacia la persona humana y su dignidad ha adquirido especial relevancia 
en los últimos años, más concretamente, desde el desarrollo del Constitucionalismo Post 
Guerra, a partir del cual se empezó a gestar la historia del reconocimiento y protección de los 
derechos fundamentales y la dignidad humana. Hoy en día, las Constituciones contemporáneas 
no sólo garantizan el respeto de la dignidad, sino que, además, la convierten en la base de  sus 
ordenamientos jurídicos, siendo su defensa y protección fines esenciales de los Estados.
No obstante la innegable importancia de la dignidad, su delimitación y alcances jurídicos se 
han convertido en un problema constante que ha generado múltiples discusiones doctrinarias. 
Precisamente, uno de los grandes debates jurídicos gira en torno a su consideración como derecho 
fundamental o como principio constitucional. El Derecho Comparado nos muestra las diversas 
posiciones adoptadas al respecto. Así, mientras en España se niega a la dignidad humana la 
naturaleza de derecho fundamental; en Alemania sucede lo contrario, siendo que el Tribunal 
Constitucional Federal ha construido una doctrina constante que atribuye a la dignidad humana 
la naturaleza de un verdadero derecho fundamental. 
Palabras clave: dignidad humana, principios constitucionales, derechos fundamentales.

The legal nature of the human dignity: a compared analysis 
of the jurisprudence of the Spaniard Constitutional court 

and the German constitutional court.

Abstract.

The meaning of respect for the human person and that dignity has acquired special relevance on 
the last years, more concretely, since the development of the post war constitutionalism, from 
which began to take shape history of the admission and protection and respect of the civil rights 
and human dignity. Today, the contemporary constitutions don’t only guarantees the respect of 
the dignity, but also, constitute the base of the Estates legal system.
However, the undeniable importance of the dignity, its limitation and the juridical scope has been 
converted in a constant problem that has generated multiples doctrinaire discussions. Precisely, 
one of the biggest juridical problems revolves around of the consideration how of fundamental 
right or like a Constitutional Principe.  The comparative law shows different positions in this 
respect. This way, meanwhile in Spain denies the nature of civil right to the human dignity; 
opposites happens in Germany, the Federal Constitutional Tribunal has been built a constant 
doctrine it attaches to the human dignity the true nature of a civil right.In the present paper, that 
corresponds to the thesis of grade of the author, pretends a analysis of the principal fundaments 
that has been given to the that tribunals to adopt this postures, then makes a comparative study 
with the Peruvian constitutionalism to demystify the true nature in this legal system.
Key Words: Human dignity, civil rights, constitutional principles.
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LA NATURALEZA JURÍDICA DE LA DIGNIDAD HUMANA: 
UN ANÁLISIS COMPARADO DE LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL Y EL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL FEDERAL ALEMÁN

1.	 Antecedentes históricos - filosóficos de la dignidad humana

La dignidad es un concepto que actualmente es objeto de discusiones, tanto doc-
trinarias como jurisprudenciales. Ello, en gran medida, se debe a que sus orígenes 
más remotos no corresponden al ámbito jurídico. En efecto, los primeros vestigios 
que aluden a la dignidad se encuentran en la filosofía. En tal sentido, resulta im-
portante hacer referencia a las consideraciones trazadas en dicho ámbito, ya que 
ello permitirá abordar posteriormente, y de forma integral, su naturaleza jurídica.

En la Historia del Pensamiento Antiguo y Medieval (Peces-Barba Martínez, 2003) 
se hace referencia al concepto de dignidad relacionándola con la idea del hombre 
como un ser grande, perfecto y distinto a los restantes animales. Estas ideas primi-
genias son coincidentes tanto en las culturas occidentales como en las orientales. 
Así, en Oriente, Lao-Tse, Confucio, entre otros, realizan las primeras referencias 
a la dignidad. Por ejemplo, en el Tao-te-king se establece: “Así el Tao es grande, 
el cielo grande, la tierra grande. Y también el hombre es grande. Cuatro grandes 
hay en el espacio. Y también el hombre es grande”. Por  su parte, Confucio elaboró 
algunos textos, donde expone las mismas ideas: “…La Ley de la Gran Doctrina 
consiste en desenvolver e ilustrar el luminoso principio de la razón que hemos 
recibido del cielo, en regenerar a los hombres y en situar un destino definitivo en 
la perfección, o sea, en el bien supremo”.

No obstante las consideraciones vertidas en Oriente, el pensamiento antiguo 
occidental presentará ideas un tanto más desarrolladas, en la medida que se hace 
referencia a otros elementos configurativos de la naturaleza del hombre, elementos 
que constituyen también rasgos de su dignidad, entre ellos: la comunicación y el 
lenguaje; así como la creatividad y la libertad de elección. Del mismo modo, en la 
antigua Roma y Grecia,  en los poemas de Tirteo y Píndaro (2003) se consolidará 
otra tesitura, basada en que la dignidad humana se encontraba ineludiblemente 
vinculada a la jerarquía, a un título o a una función que expresa “majestad”. Vemos 
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pues, una idea de dignidad no autónoma que se basa en elementos externos para 
su configuración.

En la Edad Media, el cristianismo abordará a la dignidad, relacionándola con la 
imagen de Dios proyectada sobre los hombres, de modo que en esta época tampoco 
se tendrá una dignidad autónoma, sino una derivada de Dios.

Ambas corrientes, aquélla que indica que la idea de dignidad deriva de Dios, así 
como la que señala que la dignidad deriva de un rango o jerarquía; serán descar-
tadas en el Renacimiento. Entre las principales obras de esta época se encuentran 
las aportaciones de Pico de la Mirándola, Lorenzo Valla, Angelo Poliziano, Pietro 
Pomponazzi y Giordano Bruno (2003). Todos estos autores apuntarán alguno de 
los rasgos que sistemáticamente identifican a la dignidad humana. De este modo, 
se construye la idea de una dignidad basada en rasgos que se extraen de la propia 
condición del ser humano y que, por tanto, descarta la idea de una dignidad deri-
vada, dependiente, dando paso a una dignidad autónoma que surgirá y dependerá 
de la propia condición humana. Entre los rasgos de la dignidad a los que se hacen 
referencia en esta época, se tienen: la libertad de elección, la capacidad de razo-
nar y de construir conceptos generales, la capacidad de dialogar, de comunicarse 
(lenguaje), y la memoria.

No obstante el avance logrado en el siglo XVI, donde se engrandece al ser humano 
y se resaltan sus rasgos de hombre digno y libre, y con ello una dignidad autónoma, 
derivada del ser humano por su propia condición; en el siglo XVII se evidencia 
una suerte de falta de optimismo en medio de un escenario donde se denuncia la 
perversión del hombre y su egoísmo (Osuna Fernández-Largo,2001) A pesar de ello, 
el iusnaturalismo racionalista impulsará el desarrollo del concepto de la dignidad 
humana, señalando a ésta como el núcleo fundamental del sistema de ética pública, 
política y jurídica. Pufendorf (2003) por ejemplo, señalaría que la dignidad cumple 
una doble función: como razón de la ética pública y como objeto de la misma, como 
efectiva realización de sus dimensiones. En dicho razonamiento, la ética pública se 
justifica porque el hombre es digno y tiene como objetivo desarrollar esa dignidad. 
Asimismo, otros autores destacarán otras dimensiones de la dignidad, basadas en 
la capacidad del ser humano para construir conceptos generales y de razonar, y en la 
capacidad de elección o libertad.

No obstante las importantes aportaciones referentes a la dignidad humana a lo largo 
de la historia del pensamiento, sin duda, es el Siglo XVII, con la ética kantiana, la 
que contiene una expresión más clara de la idea de la dignidad como categoría ética, 
vinculada a la dimensión moral del hombre. A ella se deben también los primeros 
intentos de fundamentar los derechos humanos en la idea de dignidad. Kant consi-
deró la autonomía personal como el principal rasgo humano y, en tal contexto, habla 
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de la “dignidad de un ser racional que no obedece otra ley que aquélla que se da a 
sí mismo”. Kant se referirá al hombre como un ser razonable que forma parte del 
mundo inteligible, y que por esta razón, vinculada a la idea de libertad, aparece la 
de autonomía, que supone la libre decisión sobre su vida. Así, la dignidad es valor 
incondicional, no sujeto a transacción, ni tampoco utilizado como medio (2003). 
La dignidad basada en autonomía está, para Kant, en el origen  de la moralidad, 
puesto que las máximas de la moral son la consecuencia de la acción de la autonomía. 
La autonomía es pues, el fundamento de la dignidad de la naturaleza humana y de 
toda naturaleza racional, porque la naturaleza racional existe como fin en sí mismo. 
En tal sentido, la dignidad se instituye en un valor intrínseco, incondicionado e 
incomparable. Al no poderse definir la dignidad desde “afuera”, su centro será la 
autonomía, mediante la cual el hombre tiene la libertad de hacer uso de su propia 
razón y determinar el sentido de sus actos responsablemente (Kant, 1994)

De lo expuesto ut supra, se entiende que la dignidad humana se sitúa como una 
reflexión plena a partir del tránsito a la Modernidad, donde se plantea la idea del 
hombre centro del mundo y centrado en el mundo. De tal modo, el concepto de dig-
nidad humana, aunque con antecedentes en otras antiguas culturas, es un concepto 
propio del mundo moderno que adquiere especial resonancia en el ámbito jurídico 
a partir de los planteamientos de Kant, donde se deja entrever que la dignidad se 
encuentra referida, principalmente, a la interdicción de instrumentalización o co-
sificación del ser humano, y, asimismo, a la autonomía, la misma que se antepone 
a cualquier otro bien fundamental.

2.	 El reconocimiento jurídico de la dignidad humana en los ordenamientos 
jurídicos contemporáneos

2.1 Precedentes internacionales de la dignidad

La expresión de la dignidad en los textos jurídicos aparece inicialmente en el plano 
internacional, como respuesta a las consecuencias de la Segunda Guerra Mundial, 
las mismas que constituyeron el impulso hacia la positivización de la dignidad 
humana. Así, los Estados manifestarían su voluntad soberana en instrumentos 
internacionales, con el firme propósito de que las atrocidades cometidas por el 
régimen nazista y fascista no volviesen a cometerse.

De este modo, las referencias a la “dignidad de la persona humana” y a los “dere-
chos fundamentales del hombre” aparecen claramente expresadas en la Carta de 
las Naciones Unidas de 1945, como tratado constitutivo de dicha Organización. Lo 
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propio sucede con otros instrumentos jurídicos internacionales como la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos de 1948, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, de 1966; así como, en un ámbito más regional, la Declaración Ame-
ricana de Derechos y Deberes del Hombre de 1948, y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos de 1969. De todos estos instrumentos jurídicos interna-
cionales, es la Declaración Universal la que constituyó, sin duda, un avance sin 
precedentes en este largo camino hacia la civilización de la dignidad humana y un 
importante hito al vasto proceso de internacionalización de los derechos humanos. 
A partir de ella, se han elaborado y aprobado en el contexto de Naciones Unidas 
una serie considerable de instrumentos dirigidos a desarrollar y dotar de eficacia 
las disposiciones contenidas en el texto de la mencionada Declaración, logrando 
la configuración de los derechos humanos como expresión y concreción sustancial 
de la idea de dignidad de la persona. 

No obstante, ésta no ha sido la única consecuencia de la proclamación de la noción 
jurídica de la dignidad intrínseca de la persona en los textos reseñados, pues también 
se ha producido lo que la doctrina señala como una “extraordinaria innovación en 
el Derecho Internacional”, consistente, fundamentalmente, en la consideración del 
ser humano y de su dignidad intrínseca no como un mero objeto del orden interna-
cional; sino que, a diferencia del Derecho Internacional clásico o tradicional, que 
otorgaba el protagonismo exclusivo a los Estados, se afirma hoy, el reconocimiento 
del lugar supremo del interés humano en el orden de los valores, y, en consecuencia, 
la obligación de los Estados de hacer de dicho interés, concretado en las ideas de 
dignidad y derechos fundamentales de la persona, universales e indivisibles, 
uno de los principios constitucionales del nuevo orden internacional. Se ha pro-
ducido así, un cambio de paradigma en el Derecho Internacional contemporáneo: 
el hombre, la persona humana ha comenzado a aparecer como sujeto de Derecho 
Internacional (Rodríguez Carrión, 1999).

Se puede hablar entonces de un “proceso de humanización de la sociedad 
internacional”, caracterizado por el establecimiento de nuevos sujetos que di-
fieren de la estructura estatal, donde la persona humana registra unos niveles 
de subjetividad progresiva que la llevan a influir en el diseño de instituciones 
internacionales. La afirmación de que todo ser humano es titular de derechos 
propios oponibles directamente a todos los Estados constituye, sin lugar a 
dudas, una revolución jurídica consistente en que, a diferencia del Derecho 
Internacional clásico, la persona no puede ser considerada como un mero 
objeto (Carrillo Salcedo, 1999.) En definitiva, la trascendencia de este reco-
nocimiento pone de relieve una concepción común de la dignidad, propia del 
mundo contemporáneo y fruto de un consenso entre diferentes concepciones 
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del orden jurídico-político, correspondientes a los distintos países que integran 
los organismos internacionales, universales o regionales. 

2.2 Reconocimiento constitucional de la dignidad humana

A partir de su reconocimiento en el ámbito jurídico internacional, la dignidad 
humana se consagra como un valor central en la axiología del constitucionalismo 
contemporáneo. Las Constituciones posteriores a la II Guerra Mundial pasaron a 
convertirse de meros documentos donde se regulaba la estructura y el funcionamiento 
de los poderes públicos (Constitución en sentido formal), a instrumentos jurídicos 
que se abrirían a los principios y valores, potenciando, de tal suerte, su elemento 
axiológico, o material. Uno de los rasgos más significativos del constitucionalismo 
después de la Segunda Guerra Mundial consistió en la fijación, mediante normas 
constitucionales, de principios de justicia material destinados a informar todo el 
ordenamiento jurídico, lo cual implicó un cambio importante en la transformación 
del Estado constitucional respecto a las anteriores concepciones del Estado de 
derecho (Estado legal, formal) ( Marín Castán, 2006.)

Como muestras significativas de la afirmación de la dignidad en el constituciona-
lismo europeo de la posguerra, se encuentran las Constituciones de Irlanda (1937), 
Italia (1947), Alemania (1949), Portugal (1976) y España (1978). Asimismo, en 
constitucionalismo latinoamericano, marcarían la pauta las Constituciones de Perú 
(1979), Chile (1980), Brasil (1988) y Colombia (1991); las que se erigen como las 
pioneras en su reconocimiento constitucional.

Así las cosas, a lo largo de la historia, la juridificación de la dignidad humana no ha 
seguido un proceso progresivo de positivización claro ni ha sido real y efectivamente 
considerada como cualidad inherente a todos los seres humanos, hasta bien entrado 
el siglo XX, tras la concienciación mundial sobre los derechos de las personas a raíz 
del conflicto de la Segunda Guerra Mundial y sus terribles consecuencias. Y siendo 
precisamente el siglo XX, la época en que las constituciones consagran a la dignidad 
dentro de su cuerpo normativo, es de notar que dicha positivización constitucional 
mantiene dos elementos homogéneos: por un lado, es recurrente la consagración de 
la dignidad en los primeros articulados de las Normas Fundamentales y que su re-
conocimiento abra, precisamente, el apartado de los derechos fundamentales; y por 
otro lado, todas las Constituciones reconocen a la dignidad humana como inherente 
a la persona, sin excepción. Dicha ubicación y reconocimiento no son gratuitos, pues 
uno de los rasgos sobresalientes del constitucionalismo de la II Guerra Mundial es 
la elevación de la dignidad de la persona a categoría de núcleo axiológico constitu-
cional, y por lo mismo, valor jurídico supremo del conjunto ordinamental, siendo 
este tratamiento de carácter generalizado aún en ámbitos socio-culturales dispares.
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3.	 La dignidad humana como concepto jurídico 

En una primera aproximación, se puede diferenciar dos sentidos de la dignidad: una 
determinada forma de comportamiento de la persona, presidida por su gravedad y 
decoro, según lo estipulado por el Diccionario de la Real Academia de la Lengua1, 
y otra determinada por una calidad que se predica de toda persona, con indepen-
dencia de cuál sea su específica forma de comportamiento, pues ni tan siquiera una 
actuación indigna priva a la persona de su dignidad. Es a este segundo sentido al 
cual nos referiremos. González Pérez (1986) señala que la dignidad es el rango o 
la categoría que corresponde al hombre como ser dotado de inteligencia y libertad, 
distinto y superior a todo lo creado, que comporta un tratamiento concorde en todo 
momento con la naturaleza humana. Por su parte, Von Münch Revista Española de 
Derecho, (May-Agos 1982) “La Dignidad del Hombre en el Derecho constitucio-
nal”, en : Revista Española de Derecho Constitucional, Madrid.(5) p. 123, a la vista 
de la doctrina y de la jurisprudencia alemana entiende que la dignidad entraña la 
prohibición de hacer del hombre un objeto de la acción estatal. Finalmente, una de 
las definiciones más citadas es la del tratadista alemán Von Wintrich (1997), para 
quien la dignidad del hombre consiste “en que el hombre, como ente ético-espiritual, 
puede por su propia naturaleza, consciente y libremente, autodeterminarse, formarse 
y actuar sobre el mundo que le rodea”. 

Como se ha advertido, uno de los rasgos sobresalientes del constitucionalismo 
de la segunda postguerra es la elevación de la dignidad de la persona a la cate-
goría de núcleo axiológico constitucional, y por lo mismo, a valor jurídico supremo 
del conjunto ordinamental, y ello con carácter prácticamente generalizado y en 
ámbitos socio-culturales dispares.  La mayor problemática que ha suscitado esta 
elevación, así como el origen no jurídico, sino más bien filosófico de la dignidad 
es, precisamente, la imposibilidad de dotar de una definición exacta a lo que ha-
bría de entenderse por “dignidad”. Las dificultades de una definición del concepto 
de dignidad se documentan en el extremo de que la doctrina y jurisprudencia 
jurídico-constitucional no ha llegado todavía a una definición satisfactoria, perma-
neciendo atrapados los intentos de definición en formulaciones de carácter general. 

Sin embargo, es posible aproximarse a la dignidad, tomando en consideración la 
doctrina jurisprudencial de las Altas Cortes y Tribunales Constitucionales. Para 
efectos del presente trabajo, se hará especial referencia a la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional español, alemán y peruano.

1	 Real Academia Española. Diccionario de la lengua Española. Vigésima segunda Edición. Tomo I. Madrid: 
Espasa Calpe.
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Bajo esta premisa, en primer término, resulta preciso señalar dos elementos 
característicos constantes del reconocimiento constitucional de la dignidad 
humana: a) Su consideración como cualidad inherente al ser humano, por su 
propia condición de tal2, y b) su consagración en los primeros articulados de 
las Constituciones, abriendo el apartado de los Derechos Fundamentales. 

Por otro lado, el desarrollo jurisprudencial de la dignidad deja entrever que ésta 
cumple con una serie de funciones dentro de los ordenamientos jurídicos. Así, existe 
una suerte de consenso al momento de destacar tres roles de la dignidad: como 
fuente de los derechos fundamentales, como límite de los derechos fundamentales 
y, como legitimadora del ordenamiento jurídico. 

3.1 La dignidad como fuente de los derechos fundamentales

La doctrina jurisprudencial indica que la dignidad es el presupuesto jurídico, el 
fundamento esencial de todos los derechos que, con la calidad de fundamenta-
les, habilita el ordenamiento. En el caso peruano, el artículo 1° de la Constitución 
reconoce que “la defensa de la persona humana y el respecto de su dignidad son 
el fin supremo de la sociedad y del Estado”, y, complementando dicha línea de 
razonamiento, se encuentra el artículo 3°, que dispone que “la enumeración de los 
derechos establecidos (...) no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni 
otros de naturaleza análoga que se fundan en la dignidad del hombre (...)”3. De 
hecho, esta función ha desplegado todos sus efectos jurídicos en la realidad fácti-
ca, pues mediante la STC 2488-2002-HC/TC, el TC reconoció un nuevo derecho, 
el Derecho a la Verdad que, sin estar expresamente consignado en el texto de la 
Constitución Política, fluye de su artículo 3°, que, a su turno,  reconoce una “enu-
meración abierta” de derechos fundamentales que surgen de la dignidad del hombre.

Por su parte, el Tribunal Constitucional español ha señalado que la relevancia y la 
significación superior del valor de la dignidad y de los derechos que la encarnan 
se manifiesta en su colocación misma en el texto constitucional, ya que el artículo 
10º de la Constitución española es situado a la cabeza del título destinado a tratar 
de los derechos y deberes fundamentales,  lo que muestra que, dentro del sistema 

2	 Tribunal Constitucional Peruano. Expediente N° 2273-2005-PHC/TC. Sentencia de 20 de abril de 2006. 
F.J 6; Tribunal Constitucional español. STC 53/1985. Sentencia de 11 de abril de 1985. F. 8, que establece: 
“Puede deducirse que la dignidad es un valor espiritual y moral inherente a la persona, que se manifiesta 
singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de la propia vida y que lleva consigo la 
pretensión de respeto por parte de los demás”

3	 Tribunal Constitucional Peruano. Expediente N° 02273-2005-PHC/TC. Sentencia de 20 de abril de 2006. 
F.J  6, y  Exp. N° 1417-2005-PA/TC. Sentencia de 08 de julio de 2005. F.J 3. 
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constitucional español, es considerada como el punto de arranque, como prius lógico 
y ontológico para la existencia y especificación de los demás derechos4.

3.2 La dignidad como límite de los derechos fundamentales

La doctrina así como la jurisprudencia constitucional es unánime en establecer que 
los derechos fundamentales no tienen la calidad de absolutos, sin excepción alguna, 
bajo la premisa que los límites de los derechos fundamentales son aquellas restric-
ciones a su ejercicio que resulten conformes con las coordenadas constitucionales. 
El Tribunal Constitucional español brinda ejemplos muy ilustrativos al respecto, 
concluyendo que no hay derechos  ilimitados y menos aún pueden ejercerse los 
derechos abusivamente. Veamos: en una de sus primeras sentencias, el Alto Tribunal 
español5 consideró que ni la libertad de pensamiento ni el derecho de reunión y 
manifestación comprenden la posibilidad de ejercer sobre terceros una violencia 
moral de alcance intimidatorio, porque ello es contrario a bienes constitucionalmente 
protegidos como la dignidad de la persona y su derecho a la integridad moral, que 
han de ser respetados no sólo los poderes públicos, sino también los ciudadanos. 
Asimismo, las libertades informativas se han visto delimitadas en su ejercicio abu-
sivo por el valor jurídico supremo del ordenamiento, por la dignidad de la persona6:

De este modo, la dignidad ha venido operando como un límite frente al ejercicio 
abusivo de los derechos. Así se ha decantado en diferentes supuestos en la jurispru-
dencia constitucional peruana y española. Ello quiere decir que se podrán imponer 
medidas limitativas a los derechos fundamentales (siempre que dicha medida esté 
prevista por la ley, y que sea idónea, necesaria y proporcional en relación con un fin 
constitucionalmente legítimo); sin embargo, lo que no será factible es el irrespeto 
de las condiciones generales consagradas en la Constitución y el quebrantamiento 
del contenido esencial de los derechos fundamentales. Pero, ¿a qué la jurisprudencia 
con “contenido esencial”? Será aquel que tiene como principal sustento la digni-
dad del ser humano, la misma que se erige como un límite concreto y primordial 
frente a cualquier tipo de reforma constitucional7. En palabras del TC peruano, 
una reforma será inconstitucional, desde el punto de vista material, si el legislador 

4	 Tribunal Constitucional español. STC 337/1994. Sentencia de 23 de diciembre de 1994. F.J. 4, y STC 113/1996. 
Sentencia de 25 de junio de 1994. F.J 6. 

5	  Tribunal Constitucional español. STC  2/1982. Sentencia de 29 de enero de 1982. FJ. 5.
6	  Tribunal Constitucional español. STC 105/1990. Sentencia de 6 de junio. FJ. 8; STC 231/1988. Sentencia 

de 2 de diciembre de 1988. FJ. 8; y  STC 214/1991. Sentencia de 11 de noviembre. FJ. 8.
7	  Tribunal Constitucional Peruano. Expediente N° 0050-2004-AI/TC, 0051-2004-AI/TC, 0004-2005-AI/TC, 

0007-2005-AI/TC. Sentencia  de 03 de junio de 2005. F.J 38.
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modifica el contenido esencial del derecho fundamental, siempre y cuando este 
hecho constituya un elemento vulnerador de la dignidad de la persona humana, y 
termine, por lo tanto, desvirtuando la eficacia de tal derecho8. 

Por su parte, el Tribunal Constitucional español ha indicado que la dignidad de 
la persona permite concretar el contenido esencial de los derechos fundamentales 
objeto de limitación. Al menos, de aquellos derechos que han sido expresamente 
referidos a ella9. No obstante, la dignidad de la persona se ha utilizado excepcio-
nalmente como criterio para determinar el contenido esencial de los derechos fun-
damentales en situaciones con cierto grado de extremidad, cuando la persona es tratada 
como un objeto y no un sujeto de derecho. En tales situaciones, la doctrina ha sido 
clara al establecer que  no hace falta una intención de humillación o desprecio para 
que exista atentado a la dignidad de la persona. Si objetivamente se menoscaba el 
respeto debido a la dignidad de la persona, es irrelevante la intención del agente.

3.3 La dignidad como legitimadora del ordenamiento jurídico

Esta función se explica en cuanto únicamente será legítimo aquel orden político que  
respete y tutele la dignidad de cada una de las personas humanas radicadas en su 
órbita, sus derechos inviolables y el libre desarrollo de su personalidad. Sobre este 
tema, el TC peruano no se ha explayado mucho, sin embargo, ha sido categórico al 
señalar que “existe, pues, en la dignidad, un indiscutible rol de principio motor sin 
el cual el Estado adolecería de legitimidad, y los derechos de un adecuado soporte 
direccional, se erige como legitimadora y limitadora del poder público”10. `

Por su parte, su homólogo español ha establecido que la legitimidad de una norma 
se verifica en función de su capacidad para garantizar, promover o defender la 
dignidad de la persona. Así, la dignidad de la persona, como principio general del 
Derecho, constituye una de las  bases del Derecho, que fundamentan, sostienen 
e informan el Ordenamiento, nutren y vivifican la ordenación legal; legitiman el 
sistema y sus normas. Por tanto, la eficacia de la dignidad en tanto legitimadora del 
poder público, radica en que, al haberse positivizado y formar parte de la Constitu-

8	 Tribunal Constitucional Peruano. Expediente N° 0050-2004-AI/TC, 0051-2004-AI/TC, 0004-2005-AI/TC, 
0007-2005-AI/TC. Sentencia  de 03 de junio de 2005. F.J 39 y 46.

9	 Tribunal Constitucional español. STC 120/1990. Sentencia de 27 de junio de 1990.
10	 Tribunal Constitucional Peruano. Expediente N° 0050-2004-AI/TC, 0051-2004-AI/TC, 0004-2005-AI/TC, 

0007-2005-AI/TC. Sentencia  de 03 de junio de 2005. F.J 38;  Expediente N° 2273-2005-PHC/TC. Sentencia 
de 20 de abril de 2006. F.J 6.
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ción, determinará la nulidad de pleno derecho de cualquier disposición de inferior 
jerarquía, ley o reglamento que la contravenga11.

4.	 La naturaleza jurídica de la dignidad humana en la Constitución 
española

La dignidad de la persona no opera en el ordenamiento español como un derecho 
fundamental. Así lo ha establecido, de forma categórica, gran parte de la doctrina, 
así como la jurisprudencia reiterada del Tribunal Constitucional español. La digni-
dad humana es reconocida por el artículo 10.1º de la Constitución Española, en el 
Título I denominado “De los Derechos y Deberes Fundamentales”, lo cual podría 
constituir un indicio de que todos y cada uno de los 19 artículos que integran el 
Título I constituyen verdaderos derechos fundamentales; sin embargo, ello no es 
así, ya que la doctrina(GUTIÉRREZ GUTIÉRREZ, 2002) ha dilucidado que; por 
una parte, el título en cuestión se encuentra dividido en cinco capítulos diferentes 
de cuyos articulados se desprende que no en todos ellos se enuncian derechos 
fundamentales. Al respecto, resulta en extremo interesante la tesis, según la cual, 
la ubicación de la dignidad humana en el texto constitucional significa que la in-
tención del constituyente fue la considerarla como fuente de los derechos que le 
son inherentes, en vez de un derecho fundamental. 

Por otro lado, el Tribunal Constitucional español ha esgrimido otra teoría, a tenor 
de la cual niega a la dignidad la naturaleza de derecho fundamental. En efecto, el 
Ato Tribunal señala, en primer término, que la dignidad no puede ser considerada 
como un derecho fundamental, en la medida que, al no ubicarse dentro del 
Capítulo II de la Constitución española, no goza de la tutela preferente establecida 
por el artículo 53.2º12 del mismo cuerpo normativo. Así, en la STC 136/1996, se 
reiteró la imposibilidad de justificar en el artículo 10º de la Constitución española 
un recurso de amparo, argumentándose que la dignidad es ajena a los derechos fun-
damentales susceptibles de protección a través de este proceso constitucional (los 
derechos reconocidos en los artículos  14 a 29 CE) . Una afirmación rotunda sólo 
se puede encontrar en la ATC 149/1999, donde el Tribunal expresaría: “Debemos 

11	 Tribunal Constitucional español. STC 53/1985. Sentencia de 11 de abril de 1985; STC 113/1996. Sentencia 
de 25 de junio de 1996. F.J 3 y 6.

12	 Congreso de Diputados de España. Constitución española. 1978. Artículo 53.2º: “Cualquier ciudadano podrá 
recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14º y la Sección 1° del Capítulo II 
ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad 
y, en su caso, del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional”.



125Daniela Damaris Viteri Custodio

descartar la existencia de un pretendido derecho fundamental a la dignidad humana 
que opere de forma autónoma e independiente ex artículo 10º CE. Comenzando por 
esta última invocación, basta recordar que la dignidad de la persona no se reconoce 
en nuestra Constitución como un derecho fundamental sino como fundamento del 
orden político y la paz social”. 

De este modo, la doctrina jurisprudencial del máximo intérprete de la Constitución 
española ha dejado sentado que la dignidad, con independencia de que pueda servir 
como criterio de interpretación de los derechos fundamentales y libertades públicas 
en general, no puede servir de base a una pretensión autónoma de amparo, por 
impedirlo los artículos 53.2º y 161.1.bº de la Constitución y el artículo 41.1º de la 
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional13, rechazándose, con ello, que la dignidad 
per se, pueda ser considerada como un derecho fundamental14.

En suma, en  el ordenamiento constitucional español,  la dignidad y los derechos 
fundamentales no se hallan en un mismo plano; pues la dignidad se proclama como 
un principio constitucional, de donde emanan los demás derechos fundamentales 
(Hernández Gil, 1982), cumpliendo funciones como fundamentadora del orden 
político (Batista Jiménez, 2006) función promocional (al reflejar la obligación que 
tienen los poderes públicos del Estado de fomentar el orden político y la paz social, 
para lo cual tienen el deber constitucional de estimular (facilitar) el libre desarrollo 
de la personalidad, el respeto a la ley y a los respectivos derechos subjetivos de los 
gobernados) (Ruiz-Giménez Cortés, 1997) y hermenéutica, al operar como criterio 
de interpretación del ordenamiento jurídico español (1997).

5.	 La naturaleza jurídica de la dignidad humana en la Ley Fundamental 
alemana

Al contrario de la jurisprudencia española, el Tribunal Constitucional Federal 
Alemán ha señalado, con una fórmula categórica, que la dignidad humana es el 
“derecho fundamental principal” (Hauptgrundrecht)15, siendo que el fundamento 
jurídico-positivo de su rango superior en la jerarquía de los derechos fundamentales 

13	 Tribunal Constitucional español. STC 53/2004. Sentencia de 15 de abril de 2004; STC 113/1996. Sentencia 
de 15 de junio de 1996; y STC 12/1994. Sentencia de 17 de enero de 1994.  

14	 Tribunal Constitucional español. STC 53/1985. Sentencia de  11 de abril de 1985; STC 57/1994. Sentencia 
de 28 de febrero de 1994; STC 120/1990. Sentencia de 27 de junio de 1990; STC 91/2000. Sentencia de 30 de 
marzo de 2000.

15	 Tribunal Constitucional Federal de Alemania. Sentencia BVerfGE, Vol. 45. p. 227.
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del Derecho constitucional alemán se explica y deriva, de que el artículo 1°16 de la 
Ley Fundamental, a diferencia de los otros artículos relativos a derechos fundamen-
tales, es inalterable de cualquier tipo de modificación constitucional, de acuerdo a 
lo establecido en el artículo 79.3° de la Ley Fundamental, por consiguiente, está 
por encima de cualquier reforma17.

Por otro lado, el Tribunal Constitucional Federal no ha manifestado ninguna duda 
sobre el hecho de que el derecho fundamental de la dignidad es derecho invocable 
ante los tribunales internos, frente a cuya lesión cabe apelar al Tribunal. De hecho, 
en la práctica, se ha ocupado frecuentemente de recursos de amparo (Verfassungs-
beswerden), que afirman expresamente una lesión de la dignidad como derecho 
fundamental (Starck,2008), bajo la premisa de que el artículo 1.1° (SCHWABE, 2009) 
de la Ley de Bonn  tiene una clara tendencia, inherente en dirección hacia la ga-
rantía plena de los derechos, la misma que se hace evidente también a partir de 
las garantías establecidas en los artículos 19.4°18 y 93.1.4.a°19, del mismo cuerpo 
normativo,  relativas a la posibilidad de interponer recurso de amparo. Así, se pue-
de afirmar que sólo la garantía de la dignidad como derecho subjetivo posibilita 
el recurso de queja constitucional frente a las leyes que pretendan una reforma 
constitucional y lesionen la dignidad de la persona humana. Si esta obligación de 
protección jurídico-objetiva del Estado supone también un derecho subjetivo del 
hombre a la protección de su dignidad frente a terceros, podrá conseguir aquél la 
protección estatal de su dignidad por vía judicial y por medio del pertinente recurso 
de queja constitucional. Por consiguiente, la garantía de la dignidad se podrá reclamar 
judicialmente también en orden de disfrute de los derechos (Gutiérrez Gutiérrez, 2009). 
De este modo, el respeto y la garantía de la dignidad es obligación de todo el poder 
estatal (artículo 1.1° de la Ley Fundamental). 

En este contexto, el Tribunal Constitucional Federal alemán ha subrayado que, 
para determinar la lesión de la dignidad del hombre, se deberá analizar el hecho 
concreto, caso por caso (SCHWABE, 2009), a través de una variante de la denomi-
nada “fórmula-objeto” o fórmula de no instrumentalización (Objekt-Formel). Esta 

16	 Parlamento Federal de Alemania. Ley Fundamental Alemana. 1949. Artículo 1.1º: “La dignidad del hombre 
es intangible y constituye deber de todas las autoridades del Estado su respeto y protección”.

17	 Tribunal Constitucional Federal de Alemania. Sentencia BVerfGE, Vol. 93. p. 112.
18	 Parlamento Federal de Alemania. Ley Fundamental Alemana. 1949. Artículo 19.4º: “todo aquel que se vea 

lesionado en sus derechos por obra del poder público, podrá acudir a la vía judicial. Si no existe una vía 
específica, la competencia corresponde a la jurisdicción ordinaria”.

19	 Parlamento Federal de Alemania. Ley Fundamental Alemana. 1949. Artículo 93.1.4.a: “respecto a los re-
cursos de amparo, que podrán ser interpuestos por cualquiera mediante alegación de que el poder público 
le ha lesionado en alguno de sus derechos fundamentales, o en alguno de los derechos especificados….”
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formulación, de origen kantiano, es recibida en el ámbito del Derecho Constitucio-
nal alemán por Dürig y consagrada por la jurisprudencia constitucional20. La idea 
fundamental de esta fórmula consiste en que el hombre no puede ser reducido, bajo 
ninguna circunstancia, a mero objeto de la actuación del Estado. De esta forma, la 
dignidad queda comprometida cuando el ser humano es convertido en simple objeto.

¿Pero, cuándo se reduce a la persona a un mero objeto? Resulta preciso cualificar 
el sentido objetivo de la acción. La jurisprudencia del TC alemán ha ido aclarando 
la interrogante, estableciendo una serie de parámetros  para resolver casos futu-
ros. Así en el Caso relativo a las escuchas (Abhör-Urteil), sentenció: “la fórmula 
general que afirma que el hombre no puede ser reducido como mero objeto del 
poder estatal, puede indicar si acaso sólo cierta pauta respecto a la posibilidad de 
identificar casos de violación del derecho a la dignidad del hombre. Pero el hombre, 
realmente, es bastante a menudo un simple objeto, no solamente en las relaciones 
y en el mismo devenir social, sino también del Derecho, al que debe someterse sin 
considerar sus propios intereses. En este sentido, una lesión de la dignidad humana 
no puede aparecer simplemente en esto. Consecuentemente, tiene que añadirse que 
se le somete a un tratamiento, que, en principio, cuestiona su calidad de sujeto, o 
que este tratamiento en algunos casos concretos, supone una transgresión arbitraria 
de la dignidad del hombre (2009).

De este modo, a través de casos concretos resueltos por el Tribunal Constitucional 
Federal se puede establecer que, si bien  hace uso del artículo 1.1º de la Ley Fun-
damental como un punto de partida del poder estatal, confiriéndole a la dignidad 
la naturaleza de derecho fundamental, lo hace sin llegar a “institucionalizar” la 
dignidad del hombre a través de un uso inflacionario, lo cual daría lugar a cierta 
devaluación de la dignidad. Así, la concretiza en ciertos casos específicos, deter-
minando su contenido y alcance como derecho fundamental individual, pero sin 
argumentarla de una forma meramente retórica, es decir, con una fórmula vana. 
Así pues, el modelo de la dignidad, en el sentido de la “tesis del objeto” o de no 
instrumentalización, posibilita un contenido concreto y también un elemento para 
el juez en su labor de impartir justicia.

Esto último es consonante a lo que ha establecido la doctrina, en el sentido que no 
se puede realizar una interpretación excesiva el derecho fundamental de la dignidad, 
ya que ello podría conllevar a una degradación de este derecho, hasta pretender 
convertirlo en un “derecho fundamental a la felicidad” (happiness); de modo que con 
tal interpretación se sobrecarga el derecho fundamental; perdiéndose la diferencia 

20	 Tribunal Constitucional Federal de Alemania. Sentencia BverfGE, Vol. 9. p. 89.
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entre derechos individuales de libertad exigibles y los fines u objetivos estatales 
generales propios del Estado social.

6.	 La dignidad humana en la Constitución Política peruana de 1993

La Constitución Política del Perú de 1993 consagra a la dignidad de la persona 
humana en su artículo 1º, bajo el Capítulo I denominado “Derechos Fundamen-
tales de la persona”, estableciendo que “La defensa de la persona humana y el 
respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. Ahora 
bien, es realmente escasa, o más bien casi nula, la doctrina jurídica que aporte a la 
discusión sobre la naturaleza jurídica de la dignidad humana en el ordenamiento 
jurídico peruano. Ante ello, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano, 
si bien ha tomado partido por conferir a la dignidad humana la naturaleza de 
principio-derecho, no ha explicado, de forma exhaustiva, los fundamentos que lo 
llevan a adoptar dicha postura. De este modo, sus aportaciones se podrían sintetizar 
de la siguiente manera21.

•	 La dignidad humana constituye tanto un principio como un derecho fundamen-
tal, de forma similar a la igualdad, debido proceso, tutela jurisdiccional, etc.

•	 Las consecuencias jurídicas que derivan del doble carácter de la dignidad 
humana son las siguientes: en tanto principio, actúa a lo largo del proceso de 
aplicación y ejecución de las normas por parte de los operadores constitucio-
nales, como: a) criterio interpretativo; b) criterio para la determinación del 
contenido esencial constitucionalmente protegido de determinados derechos, 
para resolver supuestos en los que el ejercicio de los derechos deviene en una 
cuestión conflictiva; y c) criterio que comporta límites a las pretensiones le-
gislativas, administrativas y judiciales; e incluso extendible a los particulares.

•	 En tanto derecho fundamental, se constituye en un ámbito de tutela y  protección 
autónomo. En ello reside su exigibilidad y ejecutabilidad en el ordenamiento 
jurídico, es decir, la posibilidad que los individuos se encuentren legitimados 
a exigir la intervención de los órganos jurisdiccionales para su protección, en 
la resolución de los conflictos sugeridos en la misma praxis intersubjetiva de las 
sociedades contemporáneas, donde se dan diversas  formas de afectar la esencia 
de la dignidad humana22.

21	 Tribunal Constitucional peruano. STC Nº 02273-2005-PHC/TC. Sentencia de  20 de abril de 2006. F.J 9
22	 Tribunal Constitucional peruano. STC Nº 02273-2005-PHC/TC. Sentencia de  20 de abril de 2006. F.J 10
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7.	 La naturaleza jurídica de la dignidad humana en la Constitución 
Política peruana de 1993. Análisis comparado.

En tanto España y Alemania han mantenido una postura clara respecto de la natu-
raleza jurídica de la dignidad humana en sus respectivos ordenamientos jurídicos; 
y estudiados y analizados los fundamentos jurídicos en mérito a los cuales se han 
adherido a una u otra posición, corresponde ahora realizar un análisis comparado 
con la doctrina y jurisprudencia del ordenamiento jurídico peruano. Si bien se ha 
establecido que cada Estado posee su propia dogmática constitucional, el análisis 
comparado a realizar nos permitirá dilucidar a qué posición se aproxima más el 
ordenamiento peruano y con ello, aportar a la discusión acerca de la naturaleza 
jurídica de la dignidad humana, de cara con el constitucionalismo español y alemán, 
que ciertamente han esbozado posiciones doctrinales más avanzadas. 

7.1 La dignidad humana como principio constitucional

De manera preliminar, es preciso indicar que, en los tres ordenamientos analizados, 
la dignidad se erige como un principio constitucional de especial relevancia. La 
doctrina y la jurisprudencia comparada, no dejan ninguna duda al respecto. Pero, 
¿qué significa que la dignidad sea un principio?, ¿cuáles son las consecuencias 
jurídicas de la naturaleza de principio de la dignidad? De modo resumido, de las 
consideraciones vertidas por los Tribunales Constitucionales de los ordenamientos 
jurídicos en análisis, se puede extraer que la dignidad, en tanto principio, tiene las 
siguientes características y cumple con los siguientes roles, o funciones:

a.	 En primer término,  los principios constitucionales poseen características 
propias dentro de un ordenamiento jurídico. Así, las notas que los definen son 
la generalidad y la fundamentalidad. El primer elemento, indica que los prin-
cipios estarán formulados de manera genérica, es decir, tienen una estructura 
normativa mínima, sea en cuanto al supuesto o la consecuencia normativa. Por 
ejemplo, el principio de supremacía constitucional, cuya protección sobre con-
ductas políticamente relevantes (pero no normadas) o nuevas, siempre exigirá 
su concretización por los operadores jurídicos correspondientes. El segundo 
elemento esencial, la fundamentalidad, indica que como tales, los principios 
constitucionales poseen una gradación o rango de carácter material en base al 
contenido de la norma, la que deriva de su importancia.

b.	 En segundo término, la doctrina jurisprudencial señala que la dignidad, 
en tanto principio constitucional, goza de una mayor relevancia respecto de los 
demás principios consagrados en las Cartas Fundamentales. La doctrina, por 
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su parte, sigue la misma línea, considerando al principio de la dignidad como 
un principio rector de la política constitucional Landa Arroyo, Cesar 23. Esta 
trascendencia suprema que se le otorga a la dignidad humana supone, según 
lo estipulado por la Corte Constitucional de Colombia, el reconocimiento del 
hombre como un fin en sí mismo y no como un objeto manipulable al que hay 
que buscar y encontrarle su fin fuera de sí24. En tal sentido, el plus que se le 
otorga a la importancia de la dignidad en tanto principio, toma en consideración 
que el ser humano es anterior, lógica y sociológicamente al Estado.

c.	 En cuanto a las funciones que cumple la dignidad de la persona humana en 
tanto principio constitucional, destacan tres roles que son reconocidos tanto por 
la jurisprudencia de los Tribunales Constitucionales de Perú, España y Alema-
nia, así como por la doctrina: como legitimador, como fuente de los derechos 
fundamentales y, como parámetro de interpretación del ordenamiento jurídico.

En cuanto al primer rol, se ha establecido que la dignidad tiene un sentido y 
una función constitucional material e instrumental. Material, en la medida que 
establece la base de todo el orden fundamental de una comunidad democrática 
y libertaria y la función constitucional instrumental también cumple una fina-
lidad legitimadora a partir de la conexión entre dignidad y Constitución25. En 
tal sentido, un ordenamiento jurídico será legítimo en  función de su capacidad 
para garantizar, promover o defender la dignidad de la persona humana.

En cuanto a su función como fuente de los derechos fundamentales26, la dignidad 
es el punto de partida de los derechos fundamentales, siendo considerada como 
prius lógico y ontológico para la existencia y especificación de los demás dere-
chos. Ello quiere decir que, en el reconocimiento constitucional de los derechos 
fundamentales, queda implícito el reconocimiento de una cuota de dignidad en 
cada derecho fundamental. Esta función estaría entonces íntimamente ligada 
a la función de la dignidad como criterio para la determinación del contenido 
esencial constitucionalmente protegido de determinados derechos, para resolver 
supuestos en los que el ejercicio de los derechos deviene en una cuestión con-

23	 LANDA ARROYO, Cesar. La Dignidad de la Persona Humana: Cuestiones Constitucionales. En: Revista 
Mexicana de Derecho Constitucional. México. No. 7 (Jul-dic. 2002): p. 123.

24	 Corte Constitucional de Colombia. C-521/98. Sentencia de 23 de septiembre de 1998;  SÁNCHEZ DE LA 
TORRE, Angel.  Comentario al Fuero de los Españoles. Madrid: Instituto de Estudios Políticos, 1975. p.138.

25	 Tribunal Constitucional peruano. STC 02273-2005-PHC/TC. Sentencia de 20 de abril de 2006; Tribunal 
Constitucional español.  STC 57/1994. Sentencia de 23 de marzo de 1994. F.J 03.

26	 Tribunal Constitucional Federal Alemán. Sentencia BverfGe, Vol. 36. p. 174; Sentencia BverfGe, Vol. 21, 
p. 362; Tribunal Constitucional peruano. STC 02273-2005-PHC/TC. Sentencia de 20 de abril de 2006. F.J 7; 
Tribunal Constitucional español. STC 443/1990. Sentencia de 15 de febrero de 1990. 
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flictiva. Si la dignidad es la fuente de los derechos fundamentales, entonces es 
lógico deducir que un determinado derecho se encuentra limitado hasta donde 
llega la cuota de dignidad de otro derecho. Así lo ha planteado la jurisprudencia 
constitucional en diversos casos; por ejemplo: el derecho a la verdad ha sido 
recientemente reconocido por el Tribunal Constitucional peruano, en base a 
la dignidad humana inherente a este derecho. Por otro lado, se ha establecido 
que el derecho a la libertad de expresión queda limitado hasta donde llega el 
derecho al honor de la persona, derecho que se encuentra íntimamente ligado 
a la dignidad humana en cuenta principio constitucional.

Asimismo, la función interpretativa de la dignidad humana en cuanto principio 
constitucional es producto de la virtualidad nomogenética de los preceptos 
constitucionales, que en su gran mayoría son términos abiertos, cuyo conte-
nido es necesario fijar, bien a través de normas posteriores o bien a través del 
desarrollo de la  doctrina jurisprudencial. 

Finalmente, la dignidad vincula y legitima a todos los poderes públicos, en 
especial al juez, que en su función hermenéutica debe convertir este principio 
en un parámetro interpretativo de todas las normas del ordenamiento jurídico27.

Estando delimitadas las características así como consecuencias de la naturaleza 
de la dignidad humana como principio constitucional, es oportuno analizar la 
procedencia de la consagración de la dignidad como derecho fundamental en 
el ordenamiento jurídico peruano, contenida en el artículo 1º de la Constitución 
Política Peruana de 1993, a partir de un examen comparado con el Derecho 
español y alemán.

7.2	 La dignidad humana no está al mismo nivel que los derechos fundamentales 
¿principio constitucional o derecho fundamental?

Forma parte de un antiguo debate la jerarquía entre dignidad y derechos fundamen-
tales. En ese sentido, se ha señalado continuamente que la dignidad humana no 
estaría al mismo nivel que un derecho fundamental específico, ya que a la primera le 
corresponde un grado más elevado, al ser la fuente de la cual emanan todos y cada 
uno de los derechos fundamentales. En tal perspectiva, se le niega a la dignidad la 
naturaleza de derecho fundamental, en la medida en que no estarían en el mismo plano.

En este punto, es innegable que el gran debate jurídico que ha generado la natura-
leza de la dignidad humana se debe, en gran parte, a la confusión del significado 

27	 Corte Constitucional de Colombia. C-521/98. Sentencia de 23 de septiembre de 1998.
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de la misma como principio constitucional y como derecho fundamental. Es en 
base a esta confusión que se ha intentado sustraer a la dignidad de su naturaleza 
jurídica de derecho fundamental. En efecto, el hecho de que, como correctamente 
lo ha señalado la jurisprudencia, la dignidad sea la fuente de la cual emanan los 
demás derechos fundamentales, constituyéndose, por tanto, en un prius  lógico y 
ontológico para la existencia y especificación de los demás derechos, no implica 
que no sea un derecho fundamental, en tanto que dicha función le corresponde en 
razón de principio constitucional. 

Es la naturaleza jurídica de principio constitucional de especial relevancia, la que hace 
de la dignidad la fuente originaria de los demás derechos fundamentales; siendo un 
elemento imprescindible para hallar el núcleo esencial de un determinado derecho 
fundamental, aquel que no podrá ser vulnerado bajo ninguna circunstancia debido a su 
religación con la dignidad (en tanto principio). Un ejemplo mediante el cual se puede 
entender claramente este rol de la dignidad en tanto principio es el siguiente: 

En el caso de conflicto entre el derecho a la libertad de expresión y el derecho al 
honor, si bien la libertad de expresión es un derecho cuya importancia ha sido am-
pliamente reconocida dentro de un Estado democrático de derecho, ¿hasta dónde 
puede llegar dicha libertad de expresión? ¿Es válida la vulneración de otros bienes 
constitucionales so pretexto del ejercicio de la libertad de expresión?, más aún, ¿en 
el caso de funcionarios públicos o de temas con interés público, el ejercicio de la 
libertad de expresión puede lesionar el honor de terceros? Al respecto, se ha estable-
cido la posibilidad de restricción de la libertad de expresión como una excepción; 
así, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos28, las restricciones que 
se impongan deben ser necesarias en una sociedad democrática. Agrega la Corte 
IDH que, entre las varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse aquélla 
que restrinja en menor escala el derecho protegido. Es decir, la restricción debe ser 
proporcional al interés que la justifica y debe ser conducente para alcanzar el logro 
de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo 
ejercicio del derecho. En estos casos, el Tribunal Constitucional peruano ha dado 
un protagonismo especial a la dignidad humana, estableciendo que debe “prestarse 
una más intensa tutela a la libertad de información si, en el caso, la información 
propalada tiene significación pública, no se sustenta en expresiones desmedidas o 
lesivas a la dignidad de las personas” (Exp. Nº 0905-2001-AA/TC, F.J. 15). Ello 
quiere decir que las restricciones a la libertad de expresión (en temas de interés 
público) estarán fijadas en la medida que no se vulnere la dignidad humana, en 

28	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. p. 91.
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tanto principio constitucional. No se tutela, por tanto, a la dignidad humana como 
derecho fundamental, sino que ésta actúa como principio constitucional para fijar 
los límites del derecho a la libertad de expresión y, en esa dirección, salvaguardar 
el derecho al honor, dada su estrecha religación con la dignidad. 

Por tanto, la función de la  dignidad como fuente de los derechos fundamentales, 
así como parámetro que fija el límite de los mismos, corresponde a su naturaleza de 
principio jurídico constitucional, no siendo válido el argumento que pretende desvir-
tuar a la dignidad de la naturaleza jurídica de derecho fundamental en este sentido.

7.3	 La ubicación de la dignidad en el texto constitucional 

Ya se ha expuesto la interpretación se ha otorgado a la ubicación de la dignidad 
humana en los textos constitucionales de España y Alemania. En el caso peruano, 
la Constitución Política de 1993, reconoce a la dignidad en su artículo 1°, bajo el 
Capítulo I que titula “Derechos Fundamentales de la persona”. No obstante, el legis-
lador planteó en el artículo 2°, contenido en el mismo Capítulo, una redacción de 
los derechos fundamentales de la persona con la frase preliminar “toda persona 
tiene derecho a”, siendo, por tanto, el artículo 1° uno que abre la enumeración de 
los derechos fundamentales reconocidos por la Carta Magna, lo cual no deja en 
claro si la dignidad es un derecho fundamental, o, como en el caso del derecho 
español, un principio constitucional que, como fuente de los demás derechos fun-
damentales, inaugura el apartado que los reconoce. Más adelante, el artículo 3°, 
contenido en el mismo Capítulo, no ayuda a esclarecer el debate ya que establece 
que la enumeración de los derechos establecidos en el Capítulo II no excluye los 
demás que la Constitución garantiza, ni otros de naturaleza análoga o que se fundan 
en la dignidad, lo cual hace alusión a la dignidad como principio constitucional, 
fuente de los demás derechos fundamentales. 

Si bien el Tribunal Constitucional peruano, intérprete máximo de la Constitución, 
ha establecido que la dignidad es un derecho fundamental, su ubicación dentro del 
texto constitucional, como ya se ha establecido, deja algunas dudas al respecto, lo 
cual plantea la cuestión de si la dignidad debería ser reconocida expresamente por 
la Constitución de 1993 como un derecho fundamental, al igual que los consagrados 
en el artículo 2° del texto fundamental. 

7.4	 La protección jurisdiccional de la dignidad: recurso de amparo

El principal argumento que el Tribunal Constitucional español ha establecido para 
negarle a la dignidad la naturaleza jurídica de derecho fundamental radica en que 
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ésta no es susceptible de tutela jurisdiccional vía amparo. En efecto, como ya se 
ha hecho mención, los mecanismos de protección jurisdiccional de los derechos 
fundamentales se encuentran contenidos en el artículo 53.2° de la Constitución es-
pañola, que establece, de forma expresa, que “cualquier ciudadano podrá recabar 
la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14° y la Sección I 
del Capítulo II ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los 
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo 
ante el TC”.  De cara con este precepto, la dignidad de la persona no queda protegida 
a través de la vía jurisdiccional de protección de los derechos fundamentales, ya 
que el constituyente no la incluyó dentro del ámbito de protección del recurso de 
amparo. La protección de la dignidad de la persona tendría lugar, en último caso, a 
través de la tutela judicial de los derechos en que la misma se concreta. De hecho, 
el Tribunal Constitucional español, si bien ha hecho mención, en numerosos casos 
resueltos, a la dignidad humana como parámetro interpretativo, nunca ha conclui-
do, en ninguna de sus sentencias, en la vulneración de la dignidad, sino en otro 
derecho fundamental específico. Esta ha sido la doctrina jurisprudencial reiterada 
del Tribunal Constitucional español.  quien también ha dejado sentado que ello no 
significa, de forma alguna, que la dignidad carezca de eficacia constitucional, ya que su 
protección es en abstracto, es decir, a través de los procedimientos de declaración de 
inconstitucionalidad, regulados en los artículos 161º y 163º de la Constitución 
y en el Título II de la Ley Orgánica del TC español, quien tiene la potestad de declarar 
la inconstitucionalidad de una ley o norma con rango de ley, cuyos postulados o 
prescripciones sean contrarios a la dignidad humana.

Por su parte, el Tribunal Constitucional Federal de la República de Alemania es 
categórico al afirmar la naturaleza jurídica de derecho fundamental a la dignidad 
humana. Ello, debido a que, por un lado, el artículo 1° de la Ley Fundamental, a 
diferencia de los otros artículos relativos a derechos fundamentales, es inalterable, 
en concordancia con lo estipulado en el artículo 79.3° de la Ley Fundamental, por 
tanto no es susceptible de reforma constitucional. De esta forma, se otorga a la 
dignidad la máxima fuerza de validez que una Constitución pueda conceder. Au-
nado a ello, el propio artículo 1° de la Ley Fundamental establece la naturaleza de 
derecho directamente aplicable a la dignidad humana, imponiendo un doble deber 
al Estado alemán: de respeto y de garantía. Según el primer deber, la obligación 
estatal de respetar la dignidad, el Estado debe asegurarse de dejarla intacta de 
modo que deberá organizar el aparato estatal para impedir lesiones a la dignidad 
causadas por la aplicación incorrecta de la ley. Es una obligación de abstención, de 
no lesionar, ya sea a través de la emisión de normas o la aplicación de las mismas. 
La segunda  obligación legitima a toda persona, a interponer un recurso judicial 
ante ataques a la dignidad por parte de terceros particulares. La obligación de pro-
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tección, que se apoya directamente en el Estado, debe garantizar el respeto de la 
dignidad respecto a terceros. La eficacia frente a terceros, a través de la obligación 
de protección estatal, le da a la dignidad la efectividad necesaria, propia de un 
derecho fundamental. Finalmente, la Ley Fundamental, en sus artículos 19.4º y 
93.1.4.aº, posibilita expresamente la posibilidad de interponer recurso de amparo 
ante la vulneración de la dignidad humana. De hecho, en la práctica, el Tribunal 
Constitucional Federal se ha ocupado frecuentemente de recursos de amparo 
(Verfassungsbeswerden), que afirman expresamente una lesión a la dignidad como 
derecho fundamental (Starck, 2008)

En el constitucionalismo peruano, la Carta Magna no posee un artículo como el 1° de 
la Ley Fundamental, que otorga una eficacia directa a la dignidad humana como 
derecho fundamental, al conferir a los órganos estatales la obligación de su res-
peto y protección. Tampoco se aproxima a la doctrina jurisprudencial española que, 
de forma tajante, ha denegado la naturaleza de derecho fundamental a la dignidad 
humana, de cara con la falta de protección que la Constitución española le ofrece, 
al excluir la posibilidad de plantear una acción de amparo ante su vulneración. 
El artículo 1° de la Constitución Política de 1993 establece que “la defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y 
del Estado”; lo cual pone de manifiesto el deber de respeto que existe de parte del 
Estado peruano a la dignidad humana. Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional peruano ha dejado sentado que (02273-2005-PHC/TC) la dignidad, 
en tanto derecho fundamental, se constituye en un ámbito de tutela y  protección 
autónomo. En ello reside su exigibilidad y ejecutabilidad en el ordenamiento jurí-
dico peruano, es decir, la posibilidad que los individuos se encuentren legitimados 
a exigir la intervención de los órganos jurisdiccionales para su protección. Se po-
dría colegir, por tanto, que a pesar de que el legislador peruano no ha reconocido 
expresamente la obligación de garantía de la dignidad humana en el texto de la 
Carta Fundamental, protección propia de todo derecho fundamental, ha sido el 
Tribunal Constitución peruano, máximo intérprete de la Constitución, el que ha 
cerrado el círculo de protección debida, declarándola como un derecho fundamental, 
merecedor de respeto y garantía y, por tanto, susceptible de ser reclamado ante los 
tribunales jurisdiccionales. 

No obstante esta afirmación, aún quedan algunos cabos sueltos en la regulación 
positiva de la protección de la dignidad humana, toda vez que, por un lado, en un 
sentido ideal, sería oportuno que el propio texto Constitucional consagrara la obli-
gación de respeto y garantía de la dignidad humana. Por otro lado, la regulación 
del Proceso de Amparo en el Perú no es equiparable con su regulación en España, 
dado que mientras en España se prevé el amparo para la protección exclusiva de 
los derechos fundamentales reconocidos por la CE,  el Código Procesal Constitu-
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cional peruano establece que el amparo procede en defensa tanto de los derechos 
fundamentales como de los constitucionales. 

En efecto, el artículo 37° del Código Procesal Constitucional peruano enumera, 
de forma taxativa, la lista de los derechos fundamentales que son susceptibles de 
amparo, siendo que en ningún numeral se encuentra consagrada la dignidad humana. 
Ello no parece lógico con la importancia y trascendencia que el Tribunal Constitu-
cional peruano le ha conferido a dicho precepto constitucional que, tratándose de 
un derecho fundamental, resultaría racional que sea tutelado vía amparo y que ello 
sea consignado expresamente por el Código Procesal Constitucional. 

Con todo, no se puede afirmar prima facie, basándonos en la estructura del 
artículo 37° del Código Procesal Constitucional peruano, que la dignidad no es un 
derecho fundamental, pues, en última ratio, la duda es subsanada por el Tribunal 
Constitucional que ha afirmado que la dignidad es un derecho fundamental autó-
nomo susceptible de ser amparado judicialmente, no obstante mostrarse temeroso 
en cuanto se refiere a pronunciarse sobre la violación de la dignidad humana, se-
ñalando solamente la vulneración de otro derecho fundamental específico, lo cual 
no terminar por aclarar del todo la problemática. 

7.5 La dignidad en la Teoría de los Derechos fundamentales: derechos a algo

Hasta ahora se ha discutido si la dignidad humana es un derecho fundamental o 
no, según el tenor de los pronunciamientos jurisprudenciales de las Altas Cortes 
constitucionales de España, Alemania y Perú. Pero ¿Qué establece la doctrina al 
respecto? ¿Qué debe ser considerado como un derecho fundamental? La Teoría 
de los Derechos Fundamentales de Robert Alexy nos brinda luces al respecto, las 
mismas que aportarán a la discusión de la naturaleza de la dignidad como derecho 
fundamental en el ordenamiento peruano. 

El fruto analítico más importante de la discusión acerca de los derechos subjeti-
vos consiste en los análisis y clasificaciones de aquellas posiciones jurídicas que, 
tanto en el lenguaje ordinario como en el técnico, son llamadas “derechos”. Así, 
según la Teoría de los Derechos Fundamentales, los derechos subjetivos pueden 
ser clasificados en: 1) derechos a algo, 2) libertades y, 3) competencias. Expuesto 
así, de forma preliminar se debe descartar que la dignidad sea considerada como 
una libertad o una competencia.

Por tanto, corresponde corroborar si la dignidad humana se erige como un “dere-
cho fundamental a algo”, en concordancia con la Teoría General de los Derechos 
Fundamentales. En primer término, cabe destacar que la estructura fundamental del 
derecho a algo se encuentra simplificada en la siguiente fórmula general “(a) tiene 
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frente a (b) un derecho a (G)”. Esta fórmula debe entenderse como una relación 
triádica entre un titular, un destinatario y un objeto. En el caso de los sujetos, no es 
necesaria mayor especificación: se refiere al ciudadano y al Estado. Por su parte, el 
objeto de un “derecho a algo” es siempre una acción del destinatario (el Estado). 
De modo contrario, si el objeto no fuera ninguna acción del destinatario no tendría 
sentido la relación y tampoco el derecho.

Ahora bien, que el objeto de un “derecho a algo” sea una acción del destinatario 
no implica que dicha acción deba ser expresada directamente a través de las dis-
posiciones singulares de derecho fundamental. Un ejemplo de ello es la redacción 
constitucional del derecho a la vida: “todos tienen derecho a la vida”. En dicho 
postulado no se expresa directamente una acción, con lo cual podría pensarse que 
se trata de una relación diádica, no obstante, ello es sólo una designación abreviada 
de un derecho a algo. 

Por tanto, se deduce que, para que se configure un “derecho a algo”, indepen-
dientemente de su redacción en el texto constitucional, es menester que exista 
una relación triádica, donde el objeto del derecho sea una acción efectiva. Dicha 
acción supondrá dos obligaciones: una negativa y otra positiva. La primera, estará 
dirigida a la obligación de respeto al derecho fundamental por los órganos estatales, 
y la segunda, constituirá una obligación de garantía del derecho fundamental, en 
el sentido de intromisión del Estado frente a intervenciones arbitrarias de terceros. 
En el mismo ejemplo del derecho a la vida, el Tribunal Constitucional Federal, ha 
establecido que el artículo 2º párrafo 1º de la Ley Fundamental (que reconoce el 
derecho a la vida) estatuye tanto “negativamente un derecho a la vida, que excluye, 
especialmente, el asesinato organizado estatalmente’’; como también positivamente 
el derecho a que el Estado intervenga “protegiendo y promoviendo esta vida”, lo 
que, sobre todo, significa “protección frente a las intervenciones arbitrarias de 
terceros’’. En tal sentido, la construcción del derecho a algo  puede  ser traducida 
en dos fórmulas: a) “a” tiene frente al Estado el derecho a que éste no lo mate y, b) “a” 
tiene frente al Estado el derecho a que éste proteja vida frente a intervenciones 
arbitrarias de terceros.

Visto así, si bien el ordenamiento constitucional peruano no cuenta con un artículo 
que establezca taxativamente “toda persona tiene derecho a su dignidad” (lo cual 
resulta una mera designación abreviada de un derecho a algo); se advierte que 
la dignidad posee la estructura propia de un “derecho a algo”, ya que, por un 
lado, el artículo 1° de la Constitución Política de 1993 consagra el deber de 
“respeto” de la dignidad humana,  lo cual constituye una obligación negativa, de no 
vulnerar el derecho a la dignidad. Y, asimismo, el Tribunal Constitucional ha es-
tablecido, a través de su doctrina jurisprudencial, que la dignidad es un derecho 
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autónomo cuya tutela puede ser reclamada por un particular ante los tribunales 
jurisdiccionales.

Sobre la naturaleza de los derechos fundamentales y su función en el ordenamiento 
jurídico, la doctrina ha definido el doble carácter que tienen los derechos funda-
mentales. De este modo, en primer lugar, los derechos fundamentales son derechos 
subjetivos, derechos de los individuos no sólo en cuanto derechos de los ciudadanos 
en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status jurídico o la libertad en un 
ámbito de la existencia, pero, al propio tiempo son elementos esenciales de un or-
denamiento objetivo de la comunicada nacional, en cuanto ésta se configura como 
marco de una convivencia humana justa y pacífica, plasmada históricamente en el 
Estado de Derecho. En el segundo aspecto, en cuanto elemento fundamental de un 
ordenamiento objetivo, los derechos fundamentales dan sus contenidos básicos a 
dicho ordenamiento, en el caso peruano al Estado Social y Democrático de derecho, 
y atañen al conjunto estatal. En esta función, los derechos fundamentales, por cuanto 
fundan un status jurídico constitucional unitario para todos los ciudadanos y son 
decisivos en igual medida para la configuración del orden democrático en el Estado, 
son elemento unificador, tanto más cuanto el cometido de asegurar esta unificación 
compete al Estado. Los derechos fundamentales son un patrimonio común de los 
ciudadanos individual y colectivamente, constitutivos del ordenamiento jurídico 
cuya vigencia a todos atañe. Establecen una vinculación directa entre los individuos 
y el Estado y actúan como fundamentos de la unidad política sin mediación alguna. 
Por tanto, la garantía de su vigencia no puede limitarse a la posibilidad del ejercicio 
de pretensiones por parte de los individuos sino que ha de ser asumida por el Estado. 
Este es el sentido del derecho fundamental de la dignidad, que en tanto derecho 
autónomo, puede ser reclamado y efectivamente tutelado mediante una acción de 
amparo, tal y como ha dejado sentado el Tribunal Constitucional peruano: “en ello 
reside su exigibilidad y ejecutabilidad en el ordenamiento jurídico, es decir, la po-
sibilidad que los individuos se encuentren legitimados a exigir la intervención de 
los órganos jurisdiccionales para su protección, en la resolución de los conflictos 
sugeridos en la misma praxis intersubjetiva de las sociedades contemporáneas, 
donde se dan diversas  formas de afectar la esencia de la dignidad humana29”.

Ahora bien, hace falta ahondar un poco más, a fin de ensayar una estructura de la 
dignidad como un “derecho a algo”. Pues bien, como se ha advertido, los “derechos 
a algo” implican una obligación de respeto y otra de garantía, negativa y positiva 
respectivamente. A su vez, los derechos a acciones negativas, también llamados 
derechos de defensa, están divididos en 3 grupos: derechos a que el Estado no 

29	 Tribunal Constitucional peruano. STC Nº 02273-2005-PHC/TC. Sentencia  de  20 de abril de 2006. F.J 10



139Daniela Damaris Viteri Custodio

impida y obstaculice determinadas acciones del titular del derecho; derechos que 
el Estado no afecte determinadas propiedades o situaciones del titular del derecho; 
y, derechos a que el Estado no elimine determinadas posiciones jurídicas del titular 
del derecho. Veamos en que clasificaciones se sitúa la dignidad humana. 

Respecto del primer grupo, los derechos al no impedimento de acciones, son ejem-
plos de acciones de un titular de derecho fundamental que pueden ser impedidas u 
obstaculizadas: la libertad de movimiento, la manifestación de la fe, la expresión 
de opinión, la creación de una obra de arte, la educación de los hijos, la reunión en 
una calle, y la elección de una profesión. Así, un impedimento de una acción se da 
cuando se crean circunstancias que hacen fácticamente imposible su realización. 
Dicho de otro modo, “h” impide el desplazamiento de “a” cuando “b” detiene a 
“a”, “b” impide la educación de los hijos de “a” por parte de “a” si le quita los hi-
jos a “a”. A este grupo pertenecen sólo los derechos a que el Estado no estorbe las 
acciones del titular del derecho, cualquiera que sea su tipo, es decir, no las impida 
u obstaculice por actos, cualquiera que sea su tipo. En esta línea de razonamiento,  
resulta difícil ubicar a la dignidad humana como un derecho al no impedimento de 
acciones, debido a que ésta (la dignidad) al ser un derecho inherente al ser humano, 
no es ejercida mediante una determinada acción o actividad de una persona, sino que 
es totalmente independiente a éstas. Dicho en otras palabras, independientemente 
del hecho que una persona pueda caminar, pensar, hablar, protestar, u otra actividad, 
siempre será portadora del derecho a su dignidad por el solo hecho de ser humana.

Respecto del segundo grupo, los derechos a la no afectación de propiedades y 
situaciones, están referidos a que el Estado no afecte determinadas propiedades 
o situaciones del titular del derecho. Ejemplos típicos de propiedades son las de 
vivir y estar sano; un ejemplo de una situación es la inviolabilidad del domicilio. 
Al enunciado sobre un derecho tal puede dársele la siguiente forma estándar: “a” 
tiene frente al Estado un derecho a que éste no afecte la propiedad A (la situación 
B) de a. La dignidad es fácilmente ubicable dentro de esta clasificación, como una 
propiedad inherente al ser humano, cuyo respeto es consagrado por el artículo 1º de la 
Constitución de 1993, a través del cual se impone la obligación negativa al Estado 
de no afectarla. 

Respecto del tercer grupo, los derechos a la no eliminación de posiciones jurídicas, 
está constituido por los derechos a que el Estado no elimine determinadas posicio-
nes jurídicas del titular del derecho. Que existe una posición jurídica significa que 
vale una correspondiente norma (individual o universal). El derecho del ciudadano 
frente al Estado de que éste no elimine una posición jurídica del ciudadano es, por 
lo tanto, un derecho a que el Estado no derogue determinadas normas. De este 
modo, al interpretar de forma literal el artículo 1º de la Constitución de 1993, que 
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establece que “la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son 
el fin supremo de la sociedad y del Estado”, se evidencia que la dignidad ocupa 
un lugar preminente dentro del ordenamiento jurídico peruano, de modo que, las 
normas jurídicas que éste emita han ser concordantes con dicha dignidad. Así, la 
dignidad vincula la actuación de los poderes públicos, orienta las políticas públicas 
y en general la labor del Estado (eficacia vertical), e irradia las relaciones inter pri-
vatos (eficacia horizontal). En esencia, es un derecho fundamental que vale como 
anterior y superior al Estado, que está obligado a otorgarla con arreglo a sus leyes, 
y la reconoce y protege como dada antes que él.

7.6	 El derecho fundamental de la dignidad en la práctica

De los pronunciamientos y casos resueltos por el Tribunal Constitucional peruano 
se evidencia una constante mención a la dignidad humana en tanto principio cons-
titucional. No obstante, el Colegiado no ha resuelto ningún caso concreto donde 
se concluya la violación o vulneración de la dignidad humana como derecho fun-
damental autónomo, sino ha hecho uso de ésta como principio constitucional para 
establecer el núcleo esencial y los límites de un derecho fundamental específico. 
Ciertamente, resulta difícil imaginar una situación en donde se vulnere a la dignidad 
como derecho fundamental, sin referirse o apoyarse de otro derecho fundamental 
(libertad, igualdad, vida, integridad, etc.).

No obstante, también es cierto que el derecho debe anticiparse y prever situaciones 
que es necesario reglamentar. En tal sentido, se advierten situaciones futuras donde 
el derecho fundamental a la dignidad ocupará una un rol protagónico. 

En efecto, resulta probable que dentro de un campo nuevo que se va abriendo en 
la vida actual, con presagios inciertos hacia el futuro, el respeto hacia la dignidad 
humana adquiera una importancia tan relevante y directa que en estos momentos 
sólo constituyen meras sospecha: ese campo es de la bioética y el bioderecho. 

Lo importante de la bioética, como novedoso adelanto científico que trasciende 
a la interpretación y aplicación del respeto y garantía de la dignidad, es que con 
motivo de los descubrimientos y manipulaciones del genoma humano, de los 
embriones humanos y de la bioética en general, se genera una situación nunca 
antes vista, ya que la humanidad aparece como sujeto de un nuevo derecho. La 
humanidad es sujeto porque ella viene siendo la directamente interesada como 
beneficiaria y responsable de dichos adelantos, pero al mismo tiempo es sus-
ceptible de ser tratada como objeto de cara con las nuevas técnicas científicas 
que terminan por experimentar con ella. Veamos un ejemplo claro: en el caso 
de la clonación humana, que en muchos Estados es prohibida legalmente, ¿qué 
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derecho es susceptible de ser vulnerado? ¿La vida? ¿La integridad? ¿El honor? 
Ciertamente, en estos casos la dignidad jugaría un rol protagónico, ya que, como 
se ha dejado sentado, una consecuencia básica de dicho precepto es la prohibición 
de la cosificación del ser humano.

Otro ejemplo es aquel donde, a causa de la moderna investigación genética 
podría ser posible en el futuro (y así se ha establecido por la Ciencia) que los 
padres podrán tener hijos con ciertas características especiales determinadas por 
ellos. Respecto a esta posibilidad del futuro se habla ya de «niños de diseño» 
(Designer Babys) ¿Sería la realización de tal posibilidad, a través de la expe-
rimentación, una violación de la dignidad del hombre? Igualmente, a través de 
la modificación genética se establece la posibilidad, en el futuro, de alargar la 
vida del hombre. Así, científicos de Estados Unidos de Norteamérica han vati-
cinado que se desarrollará una genética que haga posible inyectar en las células 
viejas de la persona ciertas sustancias regeneradoras. De ese modo el hombre 
podría llegar a los doscientos años. ¿Infringen tales experimentos (o incluso 
la congelación del hombre vivo con la finalidad de alargarle la existencia) la 
dignidad del ser humano? Estos son claros ejemplos donde la dignidad podría 
ser alegada como derecho fundamental.

De este modo, la dignidad de la persona humana en el ordenamiento jurídico 
peruano se erige como un verdadero derecho fundamental, a tenor de lo estipu-
lado en el artículo 1º de la Constitución Política de 1993, lo establecido en la 
doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional peruano y en concordancia 
con la Teoría General de los Derechos Fundamentales planteada por la doctrina. 
No obstante, ello no significa que existan ciertas falencias en el reconocimiento 
jurídico normativo de la dignidad, siendo ello un factor de gran importancia al 
momento de definir, de modo coherente, la dogmática constitucional propia de 
un ordenamiento jurídico. 

8.	 Conclusiones

La dignidad humana es un bien jurídico constitucional cuya importancia y tras-
cendencia la ha situado en los primeros articulados de las constituciones contem-
poráneas, consagrándose como como prius lógico y ontológico para la existencia 
y especificación de los demás derechos. En esta relevancia reside la importancia 
de su estudio y análisis. 

La dificultad para dotar de contenido jurídico a este bien se ha visto manifesta-
da tanto en la doctrina como en la jurisprudencia comparada. No obstante, es el 
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desarrollo jurisprudencial, a través de la resolución de casos concretos, el que ha 
ayudado a interpretar y establecer los alcances jurídicos y limitaciones de este 
principio-derecho. Si bien los Tribunales Constituciones de España y Alemania 
han construido, a través de los años, una doctrina de interpretación de la naturaleza 
jurídica de la dignidad humana en sus ordenamientos jurídicos, aún falta mucho 
por recorrer, más aún en los sistemas latinoamericanos. 

Es a través del análisis comparado de estas construcciones jurisprudenciales que se 
ha podido llegar a establecer que la dignidad, en el ordenamiento jurídico peruano 
vigente, se erige como un verdadero derecho fundamental. Esto, debido a que si 
bien no se cuenta con un artículo como el 1° de la Ley Fundamental Alemana, que 
reconoce expresamente dicha naturaleza jurídica, el artículo 1° de la Consti-
tución de 1993, ubicado en el Título I “De los derechos y deberes fundamentales”,  
reconoce la obligación de respeto de la dignidad. Aunado a ello, y cerrando el círculo 
de protección debida, la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional peruano 
ha reconocido el deber de garantía de la dignidad, al establecer que ésta se constituye 
como un derecho autónomo reclamable ante los tribunales jurisdiccionales; lo cual 
es consonante con la Teoría General de los Derechos Fundamentales planteada por 
la doctrina.

A la par, la dignidad humana posee también la naturaleza jurídica de principio 
constitucional, siendo que los efectos jurídicos derivados de dicha naturaleza 
han de ser correctamente identificados para evitar confusiones respecto de su 
dimensión como derecho fundamental. Así, como principio constitucional, la 
dignidad cumple, principalmente, tres funciones: legitimadora del poder público, 
fuente de los derechos fundamentales y, parámetro interpretativo del ordenamiento 
jurídico peruano.

No obstante, son aún pocas las decisiones judiciales donde se haya discutido la 
violación de la dignidad humana como derecho fundamental autónomo, siendo 
que siempre ha recurrido a la dignidad en tanto principio constitucional que 
guía la interpretación de otro derecho fundamental específico. Ello, indica la 
dificultad de plantear un caso concreto donde se vulnere la dignidad humana en 
tanto derecho fundamental, así como la urgencia de que la jurisprudencia siga 
delimitado sus alcances y contenido. Con todo, lo cierto es que el derecho debe 
anticiparse a situaciones futuras, como por ejemplo, el avance de la bioética y 
el bioderecho. La clonación humana, así como la alteración y manipulación del 
genoma humano son ejemplos de situaciones perfectamente imaginables donde 
se discute la cosificación de la persona humana, situación en que la dignidad 
ocuparía un rol protagónico. 
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